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	Resumen: El texto nos propone un análisis desde la perspectiva de los derechos humanos de la comunicación acerca de la consulta planteada por el Presidente de la República del Ecuador en relación a la Ley de Comunicación y el Consejo de Regulación. El análisis se desarrolla en dos dimensiones, por una parte, la pertinencia de la consulta en función de su sentido jurídico político; y por  otra, los resortes políticos que mueven al Ejecutivo a realizar la pregunta en los términos que lo hace.




Como es ampliamente conocido el presidente de la República incluyó en el pliego de preguntas que examina la Corte Constitucional, una que literalmente señala:

“Con la finalidad de evitar los excesos en los medios de comunicación, ¿Está usted de acuerdo que se dicte una ley de comunicación que cree un Consejo de Regulación que norme la difusión de contenidos en la televisión, radio y publicaciones de prensa escrita, que contengan mensajes de violencia, explícitamente sexuales o discriminatorios; y que establezca los criterios de responsabilidad ulterior de los comunicadores o los medios emisores?”
En este breve texto nos planteamos formular un análisis desde la perspectiva de los derechos humanos de la comunicación sobre los alcances implícitos y explícitos de esta pregunta. En ese contexto hay que tener presente que la consulta popular es sin duda uno de los mecanismos democráticos que mayor legitimidad otorga a la adopción de decisiones trascendentales para la vida de las personas y del Estado; y por esa misma razón la consulta se justifica solamente cuando existe un vacío de sentido jurídico o político sobre como orientar la actuación del Estado en un determinado tema, y consecuentemente, su uso no puede ser ni dispendioso (preguntar algo que ya está definido) ni servir como mera herramienta para obtener ventaja en una confrontación política coyuntural.

Desde esa perspectiva cabe preguntarse, en primer lugar, si existe un vacío de sentido jurídico político sobre tres asuntos planteados en la pregunta presidencial: 

El primer asunto tiene que ver con los límites jurídicos y la magnitud de las responsabilidades sociales de los medios de comunicación (públicos, privados y comunitarios) en el desempeño de su actividad comunicativa; sino ¿porqué se afirmaría que la consulta tiene la “finalidad de evitar los excesos en los medios de comunicación”?. 
Al respecto debo decir que coincido con el planteamiento implícito en la pregunta, que consiste en que existen vacíos parciales o lagunas jurídico-políticas acerca de los alcances y los límites que los derechos de la comunicación reconocidos constitucionalmente tienen para los medios de comunicación, pero también para las autoridades públicas y los ciudadanos en general.

Tales vacíos existen fundamentalmente porque la Constitución está estructurada con ideas vanguardistas sobre los derechos fundamentales de la comunicación en tanto que, la legislación secundaria vigente es obsoleta. En efecto, la legislación  para radio y televisión fue dictada en la década de los setenta desde una racionalidad dictatorial y controladora; y, la ley de telecomunicaciones fue ajustada  en los años noventa desde una perspectiva neoliberal incompatible con las características del Estado de Derechos y Justicia establecido en la actual Constitución. Tales vacíos generan contradicciones insalvables que a su vez producen tensiones, enfrentamientos y usos arbitrarios del poder de los medios y también del poder que tienen las autoridades públicas.
Por las razones expuestas, creo que la orientación que se pide a través de consulta a los ciudadanos no debería tener por finalidad “evitar los excesos de los medios”, sino apuntalar la idea de que la nueva Ley de Comunicación es necesaria para clarificar y desarrollar en la legislación secundaria el alcance de los derechos y obligaciones establecidos en la Constitución, tanto para los actores mediáticos públicos, privados y comunitarios, cuanto para las autoridades públicas y en general para los ciudadanos; superando así las contradicciones y vacíos que reinan en relación a la aplicación de las leyes de Telecomunicaciones y de Radio y Televisión.
El segundo  asunto tiene que ver con si estamos o no de acuerdo en que se dicte una Ley de Comunicación, como si al respecto existiese falta de certeza jurídica o política.

Tengo la convicción de que este asunto está totalmente fuera de discusión, ya que la primera disposición transitoria de la Constitución vigente impone a la Asamblea el deber jurídico y político de aprobar la Ley de Comunicación, precisamente porque los nuevos derechos de la comunicación reconocidos en la Constitución de Montecristi deben ser desarrollados para que las personas podamos disfrutar de ellos en nuestra cotidianidad.  
Así que esta parte de la consulta parece algo dispendiosa, puesto que no existe duda o vacío jurídico-político acerca del deber de elaborar una ley de comunicación. Otra cosa es que la ineptitud política de la Asamblea haya retardado hasta ahora, y no se sabe por cuánto tiempo más, la elaboración de esta ley, ya que la gran mayoría de los legisladores, tanto oficialistas como opositores, parecen renuentes a afectar los privilegios de los medios audiovisuales de comunicación y de las empresas de telefonía celular, garantizados por las obsoletas leyes vigentes de Telecomunicaciones y de Radio y Televisión.
El tercer asunto es la conformación del Consejo de Regulación, es decir de un órgano que tenga capacidad legislativa en determinadas áreas o aspectos de ciertos derechos de la comunicación.

El asunto es problemático porque el único órgano legislativo que tiene legitimidad jurídico-política para la creación de normas que limiten o desarrollen derechos (en este caso aspectos de determinados derechos de la comunicación) es la Asamblea Nacional, y en principio podría argumentarse que esta parte de pregunta es inconstitucional en la medida que pretendería sustraer del más importante foro democrático la deliberación y creación de las reglas jurídicas que, en este caso, serían las que se apliquen para: 
“la difusión de contenidos en la televisión, radio y publicaciones de prensa escrita [que] contengan mensajes de violencia, explícitamente sexuales o discriminatorios; y que establezca los criterios de responsabilidad ulterior de los comunicadores o los medios emisores”.
Por otro lado podría argumentarse que la potestad regulatoria del Consejo de Regulación es de alcance meramente reglamentario, es decir, que las normas que dictaría este órgano del poder público deben servir exclusivamente para canalizar u operativizar la aplicación de los derechos y obligaciones establecidos previamente en una ley (la nueva Ley de Comunicación), pero en ningún caso pueden establecer limitaciones al ejercicio de los derechos de la comunicación ni definir criterios o causas para establecer sanciones ni determinar la forma y magnitud de tales sanciones. 
Si esto es así, la pregunta planteada en la consulta sería dispendiosa, ya que está claro que no existe ningún vacío jurídico-político acerca de la finalidad y alcance de la capacidad reglamentaria de los órganos del poder público ya sean nacionales o seccionales, dependiente de una función del Estado u organismos autónomos, como podría ser el Consejo de Regulación.
Finalmente, y para desarrollar el segundo presupuesto de análisis sobre la consulta: ésta no debe servir como mera herramienta para obtener ventaja en una confrontación política coyuntural. Cabe decir que, desde mi personal perspectiva, las fuerzas políticas dentro de Alianza País no logran acordar una línea política para desarrollar los derechos constitucionales de la comunicación en la Ley que debe ser elaborada por la Asamblea. 

Concurrentemente los asambleístas de oposición se han atrincherado en la estrategia de impedir la discusión en segundo debate de la Ley de Comunicación porque temen que sin importar cuales sean los alcances del debate, el Ejecutivo echará mano de su derecho a veto para modificar, de acuerdo a su propia visión y conveniencias, el Proyecto de Ley que le envíe el Legislativo. Y es muy probable que en la Asamblea no se cuente con la voluntad política y menos aún con los votos necesarios para que los diputados puedan ratificarse en el texto que originalmente enviaron al presidente de la República.

El gran déficit de los diputados de oposición en este tema consiste en que carecen de una propuesta de Ley de Comunicación que nos permita a los ciudadanos conocer su posición respecto al alcance con quieren desarrollar los derechos constitucionales en esta materia. Por esta razón, desde mi personal perspectiva, la oposición a que se discuta y se apruebe la nueva ley de comunicación, sumada a la falta de propuesta, refleja la voluntad de preservación de los actuales privilegios que disfrutan los medios de comunicación audiovisuales y las empresas de telecomunicaciones. En ese sentido el trabajo de los diputados de oposición ha consistido en hacer todo lo necesario para que nada cambie, y hasta ahora han tenido éxito.    

Frente a esta falta de acuerdo político dentro del partido de gobierno y frente a esta voluntad de bloquear el debate que han mantenido los asambleístas de oposición, el Ejecutivo toma la decisión de formular la pregunta en materia de Ley de Comunicación y Consejo de Regulación, como una estratégica movida política destinada a forzar a la Asamblea a hacer su trabajo y cumplir la primera transitoria de la Constitución, entregando a los ecuatorianos una nueva Ley de Comunicación. Todo ello, bajo la amenaza implícita de que si no lo hace, siempre podrá acudir a la voluntad soberana del pueblo para establecer potestades regulatorias sobre los derechos de la comunicación en manos de un órgano que bien podría ser legítimamente creado por decreto ejecutivo: el Consejo de Regulación.

Frente a ello la reacción de la oposición (lejos de producir una buena propuesta de ley) ha sido intentar bloquear o al menos entorpecer la consulta intentando cuestionar la legitimidad de la misma y la validez constitucional del contenido de las preguntas planteadas. Por otra parte, las fuerzas en desacuerdo sobre el tratamiento jurídico político de la Ley de Comunicación al interior del partido de gobierno esperan el desarrollo de los acontecimientos para adoptar su posición, intentando minimizar los costos políticos de mostrarse en desacuerdo con la voluntad popular o con la visión del Ejecutivo sobre este tema, y también intentando no afectar sus propios intereses y los intereses de sectores empresariales mediáticos con los que mantienen nexos políticos, personales e incluso económicos.
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